El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Auto  – 1ª instancia – 26 de junio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela – Falta de competencia - Remite
Radicación Nro. :         66001-22-13-000-2018-00463-00

Accionante: 
        FANDER DE JESÚS PULGARÍN HERNÁNDEZ 

Accionado:
        ADMINISTRACIÓN JUDICIAL SECCIONAL BOGOTÁ y otros 

Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          HABEAS DATA / TUTELA CONTRA AUTORIDADES DEL ORDEN NACIONAL / COMPETENCIA JUEZ DE CIRCUITO / TUTELA CONTRA AUTORIDAD JUDICIAL POR ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / DEBE CONSIDERARSE COMO AUTORIDAD DE NIVEL MUNICIPAL / PRECEDENTES DE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA / SE REMITE / La solicitud de amparo correspondió por reparto a esta Sala, que carece de competencia para tramitarla, pues de ella debe conocer un juzgado con categoría de circuito.
(…)

En este caso, la solicitud de amparo no se ha dirigido contra alguna de aquellas entidades que enlista la norma transcrita y que otorgan a los tribunales superiores la competencia para conocer del asunto en primera instancia.

Por tanto, como se entabló frente a autoridades del orden nacional, se ordenará remitirla para el reparto respectivo ante los jueces con categoría de circuito. Ello, aunque también se cita como demandada a la Jueza Coordinadora de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en razón a que el amparo se dirigió en su contra por la actuación administrativa que surtió respecto de la solicitud de información formulada por el accionante y no frente a una decisión judicial en ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales, razón por la cual se le debe considerar como una autoridad del nivel municipal, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.

(…)

Por tanto, como ya se había anunciado, se abstendrá este despacho de asumir el conocimiento de la tutela propuesta y se ordenará remitir la actuación a la Oficina Judicial, para que sea repartida entre los juzgados del circuito de esta ciudad, pues se promovió contra más de una autoridad, de diferente nivel y son estos de mayor jerarquía que el municipal.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio veintiséis (26) de dos mil dieciocho (2018)


Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00463-00

1. El señor Fander de Jesús Pulgarín Hernández instauró acción de tutela contra el Dr. Carlos Enrique Másmela González, Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Bogotá; las Dras. Nohora Linda Angulo García, Directora Administrativa Judicial del CSJ y Shirley del Valle Albarracín Condía, Juez Coordinadora de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, y la Intendente Ana Skey Hoyos Barrios, Directora de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional.

2. El citado señor considera lesionados sus derechos al debido proceso, buen nombre, honra, igualdad, trabajo y hábeas data. Para su protección, solicita se ordene a las entidades accionadas expedir certificación de pena cumplida en la que se haga constar que a la fecha no existen condenas vigentes; a la Dirección de Investigación Criminal e Interpol eliminar de su sistema de información “todo requerimiento referente al proceso 217-02” y de ser posible, solicitar al Consejo Superior de la Judicatura adelantar los trámites necesarios para ubicar el expediente que contiene la citada actuación.
3. Como sustento de tales súplicas, en breve síntesis, expresó que el Departamento de Extranjería de Chile le negó la visa de residente “temporaria”, porque de conformidad con la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de Colombia, registra antecedentes penales, específicamente una condena impuesta por el Juzgado Diecinueve Penal del Circuito de Bogotá, dentro del proceso radicado bajo el No. 217-2002; para solucionar su problema, elevó peticiones a las autoridades accionadas, pero le informaron que al revisar sus archivos no se encontró proceso alguno en su contra, aunque la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de Bogotá le indicó que en los libros radicadores del extinto Juzgado 19 Penal del Circuito sí aparece relacionada tal actuación.   
4. La solicitud de amparo correspondió por reparto a esta Sala, que carece de competencia para tramitarla, pues de ella debe conocer un juzgado con categoría de circuito.
En efecto, el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, por el cual se modifica el Decreto 1069 de 2015, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, dice en la parte pertinente del artículo 1º: 
“Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría. 

Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la República, del Contralor General de la República, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la República, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.

Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada.

Las acciones de tutela dirigidas contra los Consejos Seccionales de la Judicatura y las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial.
Las acciones de tutela dirigidas contra el Consejo Superior de la Judicatura y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia y a prevención, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo de Estado…
Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas en el presente artículo.”
En este caso, la solicitud de amparo no se ha dirigido contra alguna de aquellas entidades que enlista la norma transcrita y que otorgan a los tribunales superiores la competencia para conocer del asunto en primera instancia.
Por tanto, como se entabló frente a autoridades del orden nacional, se ordenará remitirla para el reparto respectivo ante los jueces con categoría de circuito. Ello, aunque también se cita como demandada a la Jueza Coordinadora de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en razón a que el amparo se dirigió en su contra por la actuación administrativa que surtió respecto de la solicitud de información formulada por el accionante y no frente a una decisión judicial en ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales, razón por la cual se le debe considerar como una autoridad del nivel municipal, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que al respecto ha dicho:
“1.- De lo expuesto, especialmente del escrito en torno al cual gira la queja y del carácter que el a-quo le dio, que la Corte comparte, se desprende que el reproche se enfila contra una supuesta omisión del Juez Primero Civil del Circuito de Pereira por fuera del escenario estrictamente judicial, enmarcada más bien en el rol como director del despacho.
En consecuencia, el funcionario actuó como servidor público del nivel municipal, lo que significa que el Tribunal Superior de Pereira no era competente para conocer en primera instancia de la solicitud de amparo en referencia, como la Corte ha precisado, pues, “…en este caso no se aplica la regla 2ª del artículo 1° del precitado decreto [se refiere al D. 1382 de 2000, cuya nomenclatura actual es numeral 2 del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015], según la cual la acción de tutela promovida contra un funcionario o corporación judicial, será repartida al respectivo superior funcional del accionado, porque ésta se predica del ejercicio de su actividad jurisdiccional, pues en tratándose de su gestión administrativa queda regulada por los criterios de reparto consagrados en la regla 1ª. (…) 2. En este orden de ideas, es claro que ante la circunstancia referida y dado el carácter de autoridad pública del orden municipal que ostenta el funcionario judicial acusado, los competentes para conocer de esta solicitud de amparo, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3°, del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000  [artículo 2.2.3.1.2.1. ídem], son los Jueces Municipales de esta ciudad” (CSJ, ATC, 6 may. 2010, exp. 00234-01, citado ATC, 30 ab. 2013, exp. 00102-01).”

Por tanto, como ya se había anunciado, se abstendrá este despacho de asumir el conocimiento de la tutela propuesta y se ordenará remitir la actuación a la Oficina Judicial, para que sea repartida entre los juzgados del circuito de esta ciudad, pues se promovió contra más de una autoridad, de diferente nivel y son estos de mayor jerarquía que el municipal.
5. La Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata, ni la prohibición consagrada en el parágrafo 2° del artículo 1° del citado Decreto 1983 que reza: “Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia”, se procederá a declarar la falta de competencia para evitar futuras nulidades, siguiendo de cerca la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que sobre el particular ha dicho:
“3. En consecuencia, el fallo proferido en este trámite por la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué está viciado de nulidad, por falta de competencia, de acuerdo con el artículo 16 del Código General del Proceso, aplicable a los procesos de tutela por remisión del artículo 4° del Decreto 306 de 1992.
Al respecto ha señalado esta Colegiatura que:

El fallo dictado por un juzgador carente de competencia funcional para tal efecto, en nuestro ordenamiento procesal actual, esto es, a partir de la entrada en vigencia del Código General del Proceso, constituye una decisión «nula», la que se torna insubsanable, al establecer el legislador que la competencia por tal factor es «improrrogable», tal como lo dispone el inciso 1º del artículo 16 del referido estatuto adjetivo , por lo que el funcionario que advierta esa anomalía está obligado a declararla de oficio, como se extrae de la misma norma, la cual resulta aplicable al trámite de la acción de tutela de conformidad con el artículo 4º del Decreto 306 de 1992. (Criterio expuesto en CSJ ATC1396-2016; reiterado, entre muchos otros, en ATC1684-2016, ATC1686-2016 y ATC2521-2016).

4.
En torno a la facultad para declarar «nulidades» a partir de las reglas fijadas en el Decreto 1382 de 2000, esta Corporación precisó que:

…la Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales.

Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto.’ En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia de los jueces para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. 

Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento funcional de determinadas acciones de tutela. Ad exemplum, ‘[l]o accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4° del presente decreto’, siendo inadmisible que otro juez diferente resulte conociendo de un amparo en su contra, por supuesto, en las hipótesis en que eventualmente procediere el amparo contra estas altas Corporaciones de Justicia, que serían los mismos en los cuales también procedería contra la Corte Constitucional, naturalmente ajenos a la invasión o ejercicio de sus funciones constitucionales o legales privativas por otras autoridades. 

Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente [ligada] con el derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ (Auto 304 A de 2007), ‘el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’ (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional). 

Análogamente, el principio de legalidad imperante en todas las actuaciones de los servidores del Estado, precisa atribuciones concretas y ninguno puede ejercer sino las confiadas expresamente en la Constitución Política y la ley, cuya competencia asigna el legislador y los jueces, dentro de un marco estricto, de orden público y, por tanto, de estricta interpretación y aplicación. ‘En idéntico sentido, razones de transcendental significación inherentes a la autonomía e independencia de los jueces (artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional) y su sujeción al imperio del ordenamiento jurídico, estarían seriamente comprometidas de limitarse las facultades y deberes de los jueces, sean ordinarios, sean constitucionales’ (ATC, 13 may. 2009, rad. 2009-00083-01).”

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1. Se declara incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Fander de Jesús Pulgarín Hernández contra el Dr. Carlos Enrique Másmela González, Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Bogotá; las Dras. Nohora Linda Angulo García, Directora Administrativa Judicial del CSJ y Shirley del Valle Albarracín Condía, Juez Coordinadora de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, y la Intendente Ana Skey Hoyos Barrios, Directora de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional.

2. Remítanse las diligencias a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartida entre los jueces del circuito de esta ciudad.
3. Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Auto de tutela del 13 de octubre de 2015, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 66001-22-13-000-2015-00519-01


� Auto de tutela ATC307-2018 del 1º de febrero de 2018, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicado No. 73001-22-13-000-2017-00569-01
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